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TEMAS:
CONTRATO DE TRABAJO / PRINCIPIO DE PRIMACÍA DE LA REALIDAD / LA AUTONOMÍA EN EL EJERCICIO DE LA CÁTEDRA NO DESVIRTÚA LA SUBORDINACIÓN QUE ES PROPIA DE LA RELACIÓN LABORAL DE LOS DOCENTES.
Una vez concebidos los elementos que estructuran el contrato de trabajo, a saber: prestación personal del servicio, subordinación y salario (artículo 23 C.S.T.), comprobado el primero, se presumirá su gobernanza como laboral (artículo 24 ibídem), a menos que la parte pasiva, a través de la incorporación de medios probatorios idóneos para ello, desdibuje la subordinación, poniendo de presente, entonces, que la prestación del servició obedeció a otro tipo de contrato, naturalmente, ajeno al disciplinado en la legislación del trabajo.
La protección al trabajo humano, en aras de la realización de la justicia en las relaciones entre trabajadores y empleadores (art. 1 C.L.), también se refleja, en el mandato a los jueces (as)  de privilegiar la realidad que arrojan los datos objetivos contemplados en la ejecución de la tarea,  sobre las formas establecidas por las partes, en orden a que prevalezca la verdad y no la apariencia (art. 53 CP). Y, acerca del cuidado de que en los excepcionalísimos eventos de intermediación laboral, no se distorsione la realidad frente a quien genuinamente deba responder como empleador (arts. 35-3 C.L.).  

… no se puede confundir la autonomía que en el ejercicio de la cátedra posee el o la docente, ínsita en esta profesión, en cumplimiento de las tareas encomendadas, al sindicato, con arreglo en el artículo 373-6-8 C.S.T.), aspectos lindantes con la construcción y orientación de los temas a desarrollar en los diversos cursos, que no por poseer tal autonomía, se pierda la subordinación jurídica que se reclama en orden a enarbolar la existencia del contrato de trabajo, puesto que al no contemporizarse ésta con la primera, se menguaría dicha libertad frente a la imposición a cargo de la empleadora de contenidos que podrían reñir con aquella, sin que ello desborde, desde luego, los estrictos temas de informática o sistemas, y los de formación sindical .  

Es por ello, entonces, que como lo han pregonado las altas Cortes, la relación con los docentes, sean estos de tiempo completo o por catedra, le es propia el componente de la subordinación, tan caro al contrato de trabajo, por cuanto como lo recaba la sección segunda de lo contencioso administrativo, en sentencia atrás memorada, “la subordinación y la dependencia se encuentran ínsitas en la labor que desarrollan; es decir, son consustanciales al ejercicio docente”…
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTORA ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Con mi acostumbrado respeto, manifiesto que me aparto de las mayorías en lo que atañe a la exoneración de la indemnización moratoria, pues el precedente que se trae en el fallo se refiere a un sindicato que contrató los servicios docentes de una persona bajo la figura del contrato de prestación de servicios; aclarándose en dicha oportunidad que como la función del sindicato no es la educación, ello permitía inferir que no hubo mala fe cuando contrató al docente…
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTORA OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Con todo respeto me aparto de la decisión adoptada por la Sala Mayoritaria, en tanto considero que en nuestro sistema legal para que judicialmente se declare la existencia de un contrato de trabajo, resulta imprescindible la acreditación de los elementos estructurales de este, de manera tal que ninguna regla ínsita o per se existe, entre otros, en los pactos acaecidos entre profesores o instructores y establecimientos de enseñanza no formal, pues en estas relaciones también resulta indispensable acreditar los elementos configurativos de un contrato de trabajo para que la judicatura así lo declare, a pesar de que el contrato de trabajo sea el vínculo que usual y generalmente se utilice para la ejecución de este tipo de actividades
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
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SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

En Pereira, hoy trece (13) de mayo de dos mil diecinueve (2019), siendo las ocho y cuarenta y cinco de la mañana (8:45 a.m.), la magistrada y los magistrados de la Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, declaran abierto el acto con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta frente a la sentencia proferida el 4 de julio de 2018, por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral que promueve María Aida Villada Rubio contra la Caja de Compensación Familiar de Risaralda -Comfamiliar Risaralda-. 

ANTECEDENTES

Pretende la demandante que se declare que entre ella y la demandada existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 22 de febrero de 2008 y el 31 de mayo de 2014, y en consecuencia, se condene a su contraparte a cancelarlas prestaciones sociales, vacaciones, auxilio de transporte, indemnización por despido injusto, sanción moratoria del artículo 65 CST y  las costas del proceso a su favor. 
Como fundamento a esas peticiones, expone que fue contratada por la entidad demandada en calidad de instructora de confección de pijamas y ropa interior en el área de capacitación; que dictaba los cursos durante todo el año de manera ininterrumpida y por bimestres; que la relación laboral terminó sin justa causa por decisión unilateral atribuible al empleador; que entre sus funciones estaban las de inducción a los alumnos, presentación del programa, valoración de logros, expedición de diplomas, asistencia a reuniones y charlas, auditoria en el aula, entre otras, las cuales eran impartidas y dirigidas por la Dirección de Capacitación de Comfamiliar; que su jornada laboral era de lunes a jueves entre las 2:30 p.m. a 6 p.m.; que pese a que suscribía contratos de prestación de servicios su labor fue subordinada; que los implementos de trabajo tales como mesas, sillas, entre otros, eran suministrado por la demandada; que el último salario en el 2014 recibió la suma de $211.500 mensuales; y que nunca se le hicieron aportes al sistema de seguridad social integral ni demás acreencias laborales. 
Admitida la demanda, Comfamiliar Risaralda contestó a través de su portavoz judicial, oponiéndose a las pretensiones, al considerar que si bien la demandante dictó cursos de capacitación no formal en la entidad, lo cierto es que se hizo bajo la figura de prestación de servicios, de manera ocasional e interrumpida. En su defensa, propuso como medios exceptivos de fondo los de “Falta de causa para demandar”, “Cobro de lo no debido”, “Inexistencia de la obligación”, “Mala fe y temeridad”, “Prescripción”, y “Compensación”. 
La Jueza de primer grado dictó sentencia el 4 de julio de 2018, en el que absolvió a la Caja de Compensación Familiar Comfamiliar Risaralda las pretensiones incoadas en su contra y condenó a la parte vencida en costas procesales. 
Para arribar a tal determinación, estimó con base en los medios de prueba  recopilados en la actuación, que si bien la demandante acreditó la prestación personal del servicio en favor de la entidad demandada, durante el lapso alegado, lo cierto es que la labor que desempeñó era totalmente independiente y autónoma, pues la actora era quien presentaba las ofertas para los cursos de capacitación del área de confección en la que era especializada, programaba sus horarios de acuerdo a la disponibilidad que tenía, y además podía concertar con los alumnos en caso de tener que reprogramar una clase, por lo que consideró que la demandada logró desvirtuar la presencia de poder subordinante. 

Consideró además que no fue una labor continua ni permanente, pues estaba sujeta a que el curso se completara con el mínimo de personas requeridas, y a los periodos en que se celebraban los contratos, por lo que estimó que aun en gracia de discusión, no sería posible liquidar las acreencias laborales derivadas del contrato de trabajo.  
Dado que la decisión fue adversa a los intereses de la demandante, la actuación se remitió ante esta Sala, con el fin de desatar el grado jurisdiccional de consulta, al tenor de lo dispuesto en el artículo 69 CPT y de la SS. 
Del problema jurídico.

Para desatar la instancia se enlistan los siguientes interrogantes jurídicos:

¿Cabe el contrato de trabajo celebrado con docentes? En caso positivo

¿Hay lugar a emitir condena alguna en favor de la demandante? 

  
 Desenvolvimiento de la problemática planteada

Una vez concebidos los elementos que estructuran el contrato de trabajo, a saber: prestación personal del servicio, subordinación y salario (artículo 23 C.S.T.), comprobado el primero, se presumirá su gobernanza como laboral (artículo 24 ibídem), a menos que la parte pasiva, a través de la incorporación de medios probatorios idóneos para ello, desdibuje la subordinación, poniendo de presente, entonces, que la prestación del servició obedeció a otro tipo de contrato, naturalmente, ajeno al disciplinado en la legislación del trabajo. 

En síntesis, la protección que el constituyente y el legislador de la materia han querido brindarle al trabajo humano, en aras de la realización de la justicia en las relaciones entre trabajadores y empleadores (art. 1 C.L.), también se refleja, en el mandato a los jueces (as) de privilegiar la realidad que arrojan los datos objetivos contemplados en la ejecución de la tarea, sobre las formas establecidas por las partes, en orden a que prevalezca la verdad y no la apariencia (art. 53 CP). Y, finalmente, acerca del cuidado de que en los excepcionalísimos eventos de intermediación laboral, no se distorsione la realidad frente a quien genuinamente deba responder como empleador (arts. 35-3 C.L.). 

Se trae este breve preámbulo, en orden a definir si quien presta los servicios de docente, en cualquier institución privada o pública, está regida a través del contrato de trabajo, como se pregona en la demanda, calidad de docente o instructora, que no se pone en duda, a través de la copiosa documental traída al plenario de folios 13 a 213, amén de las afirmaciones contenidas en la demanda, en donde se acepta que la demandante prestó servicios como instructora o capacitadora en el arte de confección o elaboración de prendas de vestir, las cuales se aduce que ejecutó en forma autónoma e independiente en cumplimiento de las obligaciones contractuales, ver folio 231 a 240.   

Cumple determinar, si la función de docente, es o no totalmente autónoma, como se pretende desvirtuar, el elemento subordinación, ínsito dentro del contrato de trabajo. 

Sobre el particular, esta Sala por decisión de la mayoría, en un evento de similares ribetes, se pronunció en los siguientes términos:

“Ahora, no porque los documentos traídos a cuento se anuncien bajo la denominación de prestación de servicios, o haberse pactado honorarios, o que son ajenos a la subordinación, o que los horarios fueron determinados por la demandante, sean estas circunstancias inexorables para predicar, la inexistencia  del contrato de trabajo que se reclama en la demanda, puesto que es, justamente, el principio de la primacía de la realidad sobre las formas establecida por las partes (art. 53 superior) el que permite poner la lupa del juez, a fin de desestimar las aludidas expresiones, por cuanto habrán de ceder ante la realidad de los hechos.

Traducido lo anterior en términos del órgano de cierre de la especialidad laboral, sentencia de 8 de febrero de 2006, radicación 26670:

 “… la denominación dada a los contratos era meramente formal y que la relación en el fondo era típicamente laboral, inferencia en la que no se advierte ningún error por cuanto en realidad la caracterización de un contrato no es dable deducirla forzosamente de su rotulación, ni tampoco constituye un exabrupto determinar que un contrato posee una naturaleza diferente o contraria al título con el que se identificó, mucho menos en el ámbito laboral donde se ha construido y desarrollado el principio de primacía de la realidad”.

“En la amerita providencia, también asentó en torno a esta clase de relación con los docentes privados, para la cual fuera contratada la demandante:
“[e]sta Sala estima que no hay ningún error de hecho manifiesto en la inferencia del ad quem de considerar que labores como “Profesor Catedrático en el Programa Semiescolarizado”, “Profesor Director de Grupo para dictar la Asignatura de Español – Francés”, “Profesor catedrático para dictar las Asignaturas Inglés y Español” o “Profesor del Área de Humanidades con Funciones de Director de Grupo”, que fueron las tareas que se comprometió ejecutar y ejecutó el demandante, suponen la existencia de cierta relación de subordinación entre quien contrata el servicio y quien lo presta, pues éste es el mecanismo utilizado usual y generalmente para este tipo de actividad, aparte de que no se encuentra en el cuerpo mismo de los contratos o en alguna de las pruebas reseñadas por la censura frases, enunciados o cláusulas que desmientan con contundencia lo deducido por el juzgador, sin que pueda aceptarse como tal el que los contratos hayan sido bautizados como de prestación de servicios profesionales o que en la parte final se haya insertado un artículo que dice que el convenio se rige por las leyes civiles y “en ningún caso genera relación laboral entre los contratantes” pues estos apartes fueron desechados implícitamente por el fallo acusado en razón de que era irrelevantes para definir la naturaleza del vínculo.

Además, no puede perderse de vista que con el argumento que acaba de exponerse el fallo acusado hizo suya la tesis desplegada por la sentencia del juzgado expresada en la frase “...por regla general los docentes se vinculan a los establecimientos privados es, siempre, mediante contrato de trabajo, por lo tanto la apariencia de estar vinculado mediante contrato de prestación de servicios es ineficaz...”

De tal suerte, que la vinculación de los docentes al servicio de instituciones educativas o no, debe ser gobernada mediante contrato de trabajo, puesto que en aquella participan los elementos estructurantes de tal especie contractual, en concreto la subordinación. A igual, conclusión arribó la sección segunda del Consejo de Estado, en cuanto a la subordinación de los docentes públicos, mediante sentencia de 17 de noviembre de 2005, radicación 2000-00011-01, Nº Interno: 4294-04, cuando pregonó:

“Sin embargo, para la Sala resulta especialmente distinta la situación de los educadores que laboran en establecimientos públicos de enseñanza por medio de contratos de prestación de servicios, pues respecto de ellos tales exigencias deben observarse en forma más flexible, comoquiera que la subordinación y la dependencia se encuentran ínsitas en la labor que desarrollan; es decir, son consustanciales al ejercicio docente”.

Por lo tanto, la fijación de jornadas u horarios, muchas veces, establecidos por los propios docentes privados, como en el sub-lite, no es un factor que descalifique, per se la subordinación, dada que son las particulares circunstancias de la labor, las que en una relación determine que ello sea posible, esto es, que la propia docente se encargue de la programación atendiendo, desde luego,  la necesidad de la empleadora, por cuanto esto se estila de esa forma, dado que las personas a las que estaban dirigidas las enseñanzas, capacitaciones o formaciones, niños, padres de familia, empleados, etc., no disponían de todo el tiempo para ello, sino que la actora debía coordinar con las mismas, al punto que pudiera organizar los grupos de educandos en determinados horarios. (…)
 Significativo resultaba, también que toda la logística implementada para el desarrollo de las tareas de la demandante, era suministrada por la agremiación sindical, dotando la sala sistemas, y los equipos adecuados… 

 Ahora, no se puede confundir la autonomía que en el ejercicio de la cátedra posee el o la docente, ínsita en esta profesión, en cumplimiento de las tareas encomendadas, al sindicato, con arreglo en el artículo 373-6-8 C.S.T.), aspectos lindantes con la construcción y orientación de los temas a desarrollar en los diversos cursos, que no por poseer tal autonomía, se pierda la subordinación jurídica que se reclama en orden a enarbolar la existencia del contrato de trabajo, puesto que al no contemporizarse ésta con la primera, se menguaría dicha libertad frente a la imposición a cargo de la empleadora de contenidos que podrían reñir con aquella, sin que ello desborde, desde luego, los estrictos temas de informática o sistemas, y los de formación sindical .  

Es por ello, entonces, que como lo han pregonado las altas Cortes, la relación con los docentes, sean estos de tiempo completo o por catedra, le es propia el componente de la subordinación, tan caro al contrato de trabajo, por cuanto como lo recaba la sección segunda de lo contencioso administrativo, en sentencia atrás memorada, “la subordinación y la dependencia se encuentran ínsitas en la labor que desarrollan; es decir, son consustanciales al ejercicio docente”, por lo tanto, “la labor docente no es independiente, sino que pertenece a su esencia el hecho de que el servicio se preste personalmente, esté subordinado al cumplimiento de los reglamentos educativos”.

En pos del criterio jurisprudencial traído en la cita precedente, y como quiera que, María Aida Villada Rubio fue contratada para cumplir servicios de docente en pro de la Caja de Compensación Familiar Comfamiliar Risaralda, habrá de pregonarse, por lo tanto, que tal relación personal estuvo gobernada por un contrato de trabajo, desarrollado entre el 22 de febrero de 2008 y el 31 de mayo de 2014, tal cual se peticionó en la demanda, pues existe suficiente prueba documental que da cuenta de esos hitos temporales, pese a que la entidad demandada en respuesta al hecho 4º indicó que el último contrato suscrito con la actora fue por el término de dos meses, los cuales vencieron el 31 de marzo de 2014.
No obstante, como se destacará enseguida, el servicio no fue continuo, sino por trayecto de nueve semanas por curso, tal como lo depusieron: Rosalba Vargas, en su condición de coordinadora del área de capacitación de la entidad accionada, y José Fernando Henao López, igualmente coordinador académico de capacitación y educación de Comfamiliar desde el 2012.
Anotó igualmente, la primera, que las capacitadoras tenían un jefe directo que era el subdirector de servicios; que la intensidad de los cursos, era diaria, en la mañana, la tarde o la noche, siendo a cargo de las instructoras, las que se les asignaba o correspondía; que la entidad fijaba unas directrices generales; les remuneraba por el número de horas dictadas; las capacitadoras debían pasar los reportes de asistencia a clases y había un sistema de gestión de calidad donde eran evaluadas; que durante un periodo se le controló la hora de llegada y salida a través de un computador; que era la Caja de Compensación quien manejaba la oferta y la programación de los horarios; que daba capacitaciones sobre pedagogía y metodología a los docentes; que se les exigía exclusividad en la prestación del servicio. Adujo también que los cursos de pijamas, ropa interior y vestidos de baño en licra, que eran dictados por la demandante, estaban muy bien posicionados y eran permanentes, pues tenían demanda durante todo el año, y que la labor se distribuía en cinco periodos al año, incluyendo los periodos de vacaciones. 
Esta última manifestación fue ratificada por el declarante  José Fernando Henao López, cuando indicó que los cursos se dictaban bimestralmente y que en el año, la labor se hacía en cinco bimestres. 

Ahora bien, es diáfano que la entidad era la que fijaba las directrices generales y además, que los cursos tenían cada uno una duración de nueve (9) semanas, con una intensidad horaria de 27 o 24 horas, por lo que se dictaban tres horas una vez a la semana, en horas de la mañana, tarde o noche, como lo abonaron las deponencias, incluida la de José Fernando Henao López, quien refirió que eran de dos (2) o tres (3) meses, de duración, de tal modo que no es creíble, que la demandante a motu proprio, determinara aspectos relacionados con esas directrices, como son las que se enuncian en los documentos: “contrato de prestación de servicios independientes” o “propuestas de prestación de servicios profesionales” firmados por la demandante, visibles a folios 179 a 208 y, 241 a 249, en su orden.
En efecto, en estos, se resalta: (i) que las jornadas se desarrollarían en forma presencial y/o prácticas, (ii) la intensidad horaria y periodo de duración; (iii) el valor de los honorarios, (iv) que se debían realizar evaluaciones y levantar listados de asistencia; (v) la indicación de si se logró o no el objetivo; (vi) el correspondiente diligenciamiento de los formatos de certificados; (vii) la elaboración de informes de gestión solicitados por el contratante; (viii) el soporte de las actividades realizadas en el periodo correspondiente; (ix) el informe oportuno cuando no pueda asistir a las clases o las monitorias; (x) el programa académico a desarrollar  y (xi) los comprobantes de pago de su afiliación a la seguridad social.

En el sub-lite, se pone de manifiesto, con documentos como éste, el principio de la primacía de la realidad, sobre las formas establecidas por las partes (art. 53 superior), con el visible propósito de aparentar una realidad inexistente, cuál era la independencia o autonomía de la docente, dado que la subordinación, como tantas veces se ha repetido, es ínsita a esa profesión, siempre que otras realidades no demuestren lo contrario, como en efecto, no se evidencian en el sub-examine.

Retomando, el punto atinente a la unicidad del vínculo laboral, que acorde con la demanda, se extendió del 22 de febrero de 2008 al 31 de mayo de 2014, se detallan los siguientes elementos probatorios: (i) las certificaciones expedidas el 5 de marzo de 2014 y el 26 de abril de 2016, por el Jefe del Departamento de Contabilidad y el Líder de Contabilidad, respectivamente, en las que se hace constar María Aida Villada Rubio prestó el servicio a Comfamiliar Risaralda como instructora de confección y tejido en el área de capacitación, durante los años 2006 a 2014, y se discrimina año a año el valor de los ingresos recibidos y a los cuales se les efectuó la correspondiente retención en la fuente legal, ver fl. 117 y 210; (ii) el estado de cuenta de María Aida Villada Rubio en Comfamiliar, donde se verifica la fecha, el número de factura, el concepto y el valor de lo pagado, ver fl.211 y 212, (iii) las cuentas de cobro por horas laboradas en el área de capacitación fechadas entre el 10 de octubre de 2006 y agosto de 2012, ver fls.13 a 21; (iv) el documento impreso con membretes de Comfamiliar denominado “documento equivalente para compras o servicios a personas naturales no comerciantes o del régimen simplificado”, donde se enlista la descripción del articulo o servicio y el valor a pagar, durante el periodo entre el 28 de marzo de 2008 y el 12 de diciembre de 2013, ver fls.23 a 105; (v) los comprobantes de pago de cheque en pro de la demandante y a cargo de Comfamiliar entre los años 2005 a 2008, ver fls. 126 a 178;  (vii) los ejemplares de los contratos de prestación de servicios independientes de los años: 

a) del 1º de febrero al 31 de marzo de 2008; b) del 1 de abril al 31 de mayo de 2008; c) del 1 de junio al 30 de septiembre de 2008; d) del 6 de octubre al 5 de diciembre de 2008; e) del 19 de enero al 28 de marzo de 2009; f) del 20 de marzo al 31 de mayo de 2009; g) del 1 de junio al 28 de julio de 2009; h) del 1 de agosto al 30 de noviembre de 2009; i) del 25 de enero al 28 de febrero de 2010; y j) del 31 de marzo al 31 de  mayo de 2014, ver folios 179 a 207. 
Tal documentación, resulta relevante, por cuanto da cuenta en forma fehaciente del hecho de la prestación de los servicios como instructora desde el 22 de febrero de 2008 al 31 de mayo de 2014. Obviamente, que los ejemplares de los contratos de prestación de servicios independientes: 2008, 2009, 2010 y 2014 incorporados al plenario ofrecen una robustecida información, en torno, a cada contrato celebrado, por los contrincantes en esos interregnos; lo que imperiosamente, no indica que la restante, se halle huérfana de demostración, por cuanto de ella medianamente resultan tales extremos cronológicos, y valores devengados.

Al efecto, bien significativa se ofrece, la versión de la propia actora, en el interrogatorio de parte, al señalar que se realizaba de lunes a jueves, tres horas y media, Información que aunada a la ofrecida por la testimonial, permite subsanar los vacíos que en apariencia resultan.

De la misma documental y testimonial, se infiere que la relación laboral no fue única, puesto que un período finalizaba, generalmente, a finales de noviembre, comienzo o, pocos, a mediados de diciembre, y el siguiente iniciaba a finales de enero, inicios o mediados de febrero, luego tales interrupciones no fueron de tan poca entidad o magnitud, como para considerarlas que carecían “de la virtualidad suficiente para desvirtuar la unicidad de esa relación laboral” (sentencia SL297 de 21 de febrero de 2018, radicado 52206 RJD. No. 560-1444), por lo tanto, las interrupciones no fueron breves, y será preciso declarar a partir de 2008 y hasta el 2014, tantos contratos de trabajo, como anualidades transcurrieron, con los siguientes hitos temporales, extractados de los ejemplares de los contratos, o en subsidio de la relación de pagos relacionados y con los salarios promedio calculados, así: 
(i) del 22 de febrero al 5 de diciembre de 2008; (ii) del 19 de enero al 30 de noviembre de 2009; (iii) 25 de enero al 30 de noviembre de 2010; (iv) del 24 de enero al 30 de noviembre de 2011; (v) del 25 de enero al 6 de diciembre de 2012; (vi) del 4 de febrero al 10 de diciembre de 2013 y, (vii) del 31 de marzo al 31 de mayo de 2014. 
	Periodo
	Meses Calendario
	Días laborados en el año 
	Horas Laboradas en el año
	Promedio días laborados en el mes
	Valor Pagado en el año sin rete fuente
	Salario promedio mensual

	22/02/08 al 05/12/08
	9,46
	164
	324
	17
	$3.872.700
	$409.376

	19/01/09 al 30/11/09
	10,4
	180
	426
	17
	$4.567.500
	$439.183

	25/01/10 al 30/11/10
	10,2
	176
	385
	17
	$4.218.200
	$413.549

	24/01/11 al 30/11/11
	10,23
	176
	252
	17
	$3.420.400
	$334.350

	25/01/12 al 06/12/12
	10,4
	180
	316
	17
	$4.305.600
	$414.000

	04/02/13 al 10/10/13
	8,23
	142
	341
	17
	$5.107.000
	$620.535

	31/03/14 al 31/05/14
	2
	34
	30
	17
	$775.501
	$387.751


Cabe precisar, que la Sala calculó el salario promedio mensual en cada anualidad, tomando en consideración la certificación de pagos y el estado de cuenta visibles a folio 117 y 211, en su orden, así como el total de meses trabajados en el año.  Se advierte además que en ningún caso, el valor obtenido como salario mensual promedio es inferior al salario mínimo legal vigente en cada anualidad, en consideración al número de días y horas laborados mensualmente por la trabajadora, por lo que no hay lugar al pago del reajuste salarial peticionado en la demanda. 
  
Con las bases aquí expuestas, se liquidarán las prestaciones sociales (auxilio de cesantías, intereses, prima de servicios), amén de las vacaciones, susceptibles y no cubiertas por el fenómeno de prescripción que adelante se estudiará.

En cuanto a la terminación injusta del contrato por decisión unilateral del empleador, decantado se tiene por la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral que al trabajador le corresponde demostrar la causa del despido atribuida a su antagonista procesal, y a éste, que su comportamiento estuvo amparado en una causa legal; 
En el caso puntual, tal circunstancia quedó ausente de prueba, si se tiene en cuenta que la declarante Luz Amparo Villegas, citada a instancias de la parte actora, manifestó que esta dejó de laborar en Comfamiliar porque no la volvieron a llamar ante la falta de conformación de los grupos con el número mínimo de personas requerido, empero que, tal situación ocurrió en el año 2008, cuando lo cierto es que el elenco probatorio recaudado en la actuación demuestran que la actora laboró hasta el 2014. De otra parte, el declarante José Fernando Henao López informó que la demandante no volvió a pasar la propuesta y programación de cursos, empero que, nunca se le dijo que no podía dictarlos más. 
De lo anterior, se colige que la actora no cumplió con la carga que le correspondía, de acreditar que fue despedida. No prospera, entonces, este segmento de la apelación.

A lo que si se accederá es a la condena al pago de aportes al sistema de seguridad social en pensiones, que deberán realizarse teniendo en cuenta el salario demostrado por la actora y los días efectivamente laborados en cada contrato, acorde con el cálculo que respecto a los mismos, con sus intereses moratorios, efectúe el órgano de la seguridad social que seleccione la demandante, para lo cual el juzgado del conocimiento en el auto que disponga el acatamiento a lo aquí resuelto, y previa información de la actora acerca del fondo seleccionado, oficiará a este con los anexos y base, para la elaboración de tal cálculo. Una vez, el fondo, efectúe tal cálculo, y se dé a conocer al deudor, éste dispondrá de quince (15) días, para que realice los respectivos aportes.

Ahora bien, en lo tocante con los aportes a salud y riesgos, consideró el órgano de cierre de la especialidad laboral, en la sentencia SL3009 del 15 de febrero de  2017, que no es dable cancelar directamente al trabajador (a), “los que debieron hacerse y no se realizaron”, dado que ello solo procede en los casos previamente definidos en la ley “devolver aquellos efectuados de más”. Añade: “que lo procedente frente al hecho consumado de la no afiliación a las contingencias de salud y riesgos laborales es la reparación de perjuicios que el trabajador acredite haber sufrido por esa omisión del empleador, o el reintegro de los gastos que se vio obligado a llevar a cabo por no tener la atención y cubrimiento de tales riesgos”.

De allí que no es de recibo, el pago de aportes a salud y riesgo, por cuanto no medió la súplica indemnizatoria de perjuicios, y menos la comprobación de la misma, en los términos acabados de expresar por la ameritada jurisprudencia. 

Ahora bien, antes de disponer el pago de las prestaciones sociales y vacaciones, causadas por los días que subsistieron los diversos contratos de trabajo desde 2008, conforme a lo relatado precedentemente, se examinará la excepción de prescripción propuesta por la accionada. En efecto, acorde con la demanda, la relación laboral finalizó el 31 de mayo de 2014, sin que este Colegiado, pueda modificarla, dada la expresa prohibición del artículo 50 del C.P.L.S.S., y la demanda fue incoada el 20 de enero de 2017 (fl.8), sin que medie escrito de interrupción, luego, con arreglo a las previsiones del artículo 488 del C.S.T. y 151 del C.P.T.S.S., se extinguirán por prescripción aquellos derechos susceptibles de tal medio, los derechos causados con antelación al mismo día y mes de 2014. 

Advirtiendo, entonces, que: (i) cada prestación se liquidará de acuerdo al número de días u horas laboradas en cada contrato, (ii) que el reclamo de aportes a la seguridad social en pensiones, es imprescriptible, dado que los mismos constituyen la base para la construcción de la pensión, prestación ésta, imprescriptible per se, (iii) en cuanto a las vacaciones, bien sabido es que cuentan con un término de prescripción distinto, cual es el de cuatro (4) años (Sentencia SL297 de 21 de febrero 2018). En consecuencia la prescripción, para este específico rubro opera a partir del 20 de enero de 2013.    

Así las cosas, se condenará a la demandada al reconocimiento de los siguientes rubros, a salvo de prescripción, conforme al cuadro que se pone de presente: $ Auxilio de transporte: $43.200 por el año 2014; Auxilio de cesantía: $41.898 por lo laborado en el año 2014; Intereses a las cesantías: $489; Prima de servicios: $41.898 por el tiempo laborado en el año 2014; Compensación de vacaciones: $122.383 por el tiempo laborado en el año 2013 y, $18.849 por el tiempo laborado en el 2014.
En lo tocante con la indemnización moratoria del artículo 65 del C.L., igual a como se advirtiera en el proceso de ribetes parecidos a éste, se dijo por esta Sala de decisión mayoritaria que:

“(…) decantado lo tiene el órgano de cierre de la especialidad laboral, que esta sanción no opera de manera inexorable ni automática, como quiera que es de rigor, previamente, auscultar el comportamiento del obligado, en orden a hallar o estar ausentes visos de buena fe, con el propósito de que a través de razones justificadas y serias se obtenga su exoneración, o por el contrario, su condigna sanción. 

En el sub-examine, la parte demandada aduce que con su contradictora no celebró contrato de trabajo, sino uno civil de prestación de servicios, circunstancia que por sí sola, no la exoneraría del reconocimiento de la sanción moratoria por no pago de salarios y/o prestaciones sociales, ni la atinente a la no consignación oportuna en un fondo de cesantías, éstas, con arreglo a lo decantado por el órgano de cierre, quien también ha enseñado, que no por haberse aceptado el vínculo laboral, ello inexorablemente conduciría a tal condena, todo por cuanto la misma, como se ha expuesto, no es inexorable ni automática.

De ahí que para efectos de este capítulo del fallo, se deberá examinar la actividad como docente, la cual ciertamente, dadas sus peculiaridades propias, más en este caso cuando no se trataba del sector educativo, sino con base en las funciones que al sindicato, por Ley, le corresponde (arts. 373-6-8 C.S.T.),  ofrece a la empleadora la dificultad de estar o no frente a un genuino contrato de trabajo, lo que apenas se ha venido dilucidando por la jurisprudencia patria, obró por tanto, un convencimiento que aunque errado jurídicamente, si alcanza a justificar su omisión en el pago de prestaciones sociales, por lo que entonces, se exonerará de la condena de la sanción moratoria tanto de la que trata el artículo 65 del C.S.T., como a la atinente al artículo 99 de la Ley 50 de 1.990.

En estas circunstancias, se exonerará al reconocimiento de la indemnización moratoria de que trata el artículos 65 del C.S.T., perfilado con base en el examen de la buena fe o de su ausencia, que como se itera aquí brilló la primera, por lo acabado de exponer a través del citado precedente horizontal.

No salen avantes las excepciones propuestas por la demandada, por lo discurrido en este proveído, salvo parcialmente, la de prescripción en los términos consignados.


En consecuencia se revocará la decisión de primera instancia y se condenará en costas de ambas instancias a la demandada

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Laboral, Sala de decisión No. 4 administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA


Revoca la sentencia conocida en apelación, para en su lugar:


1- Declara la existencia de múltiples contratos de trabajo, habidos entre María Aida Villada Rubio, y la Caja de Compensación Familiar de Risaralda -Comfamiliar Risaralda-, así:

(i) del 22 de febrero al 5 de diciembre de 2008; (ii) del 19 de enero al 30 de noviembre de 2009; (iii) 25 de enero al 30 de noviembre de 2010; (iv) del 24 de enero al 30 de noviembre de 2011; (v) del 25 de enero al 6 de diciembre de 2012; (vi) del 4 de febrero al 10 de diciembre de 2013 y, (vii) del 31 de marzo al 31 de mayo de 2014. 


2- Condena a la Caja de Compensación Familiar de Risaralda -Comfamiliar Risaralda-, a pagar en favor de María Aida Villada Rubio las siguientes sumas: por auxilio de transporte $43.200; auxilio de cesantía $41.898; intereses a las cesantías: $489; Prima de servicios: $41.898, y Compensación de vacaciones: del 2013, $122.383 y del 2014, $18.849.
 
3- Condena a la Caja de Compensación Familiar de Risaralda -Comfamiliar Risaralda-  a pagar a María Aida Villada Rubio, los aportes en pensión, causados en cada uno de los contratos de trabajo, por los días y salarios que a continuación se especifican, y acorde con el cálculo que respecto a los mismos, con sus intereses moratorios, efectúe el órgano de la seguridad social que seleccione la demandante. Al efecto, el juzgado del conocimiento en el auto que disponga el acatamiento a lo aquí resuelto, y previa información de la actora acerca del fondo seleccionado, oficiará a este con los anexos y base salarial, para la elaboración de tal cálculo. 


Una vez, el fondo efectúe tal cálculo, y se dé a conocer al deudor, éste dispondrá de quince (15) días, para que realice los respectivos aportes.

	Año 
	Días laborados en el año 
	Salario promedio mensual

	2008
	164
	$409.376

	2009
	180
	$439.183

	2010
	176
	$413.549

	2011
	176
	$334.350

	2012
	180
	$414.000

	2013
	142
	$620.535

	2014
	35
	$387.751



4- Declara probada, parcialmente, la excepción de prescripción, para aquellos créditos susceptibles de tal medio, causados con antelación al 20 de enero de 2014, salvo la compensación en dinero de las vacaciones, se causa con antelación al 20 de enero de 2013. Se declaran no probadas las demás excepciones.


  5- Desestima las demás pretensiones de la demanda.


 Costas en ambas instancias a cargo de la entidad demandada. 

Notificación surtida EN ESTRADOS.


Los magistrados. 

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Magistrado ponente
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN


        OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
         Magistrada





     Magistrada
Salvamento parcial de voto




Salvamento de voto
ANEXOS

	Periodo
	Meses Calendario
	Días laborados en el año 
	Horas Laboradas en el año
	Promedio días laborados en el mes
	Valor Pagado en el año sin rete fuente
	Salario promedio mensual

	22/02/08 al 05/12/08
	9,46
	164
	324
	17
	$3.872.700
	$409.376

	19/01/09 al 30/11/09
	10,4
	180
	426
	17
	$4.567.500
	$439.183

	25/01/10 al 30/11/10
	10,2
	176
	385
	17
	$4.218.200
	$413.549

	24/01/11 al 30/11/11
	10,23
	176
	252
	17
	$3.420.400
	$334.350

	25/01/12 al 06/12/12
	10,4
	180
	316
	17
	$4.305.600
	$414.000

	04/02/13 al 10/10/13
	8,23
	142
	341
	17
	$5.107.000
	$620.535

	31/03/14 al 31/05/14
	2
	34
	30
	17
	$775.501
	$387.751


	Periodo 
	Salario  devengado
	Días Laborados 
	Auxilio de transporte
	Cesantías 
	Intereses a las cesantías 
	Prima de servicios
	Compensación de Vacaciones 

	04/02//2013 al 10/10/2013
	$620.535
	142
	-
	-
	-
	-
	$122.383

	31/03/2014 al 31/05/2014
	$387.751
	35
	$43.200
	$41.898
	$489
	$41.898
	$18.849

	TOTAL A PAGAR
	$43.200
	$41.898
	$489
	$41.898
	$141.232


Providencia: 


Sentencia del 13 de mayo de 2019

Radicación No.:


66001-31-05-001-2017-00033-01

Proceso:


Ordinario laboral 

Demandante:


María Aida Villada Rubio

Demandado:


Comfamiliar Risaralda
Magistrado ponente:

Dr. Francisco Javier Tamayo Tabares

Magistrada que salva voto:
Dra. Ana Lucia Caicedo Calderón

SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO

Con mi acostumbrado respeto, manifiesto que me aparto de las mayorías en lo que atañe a la exoneración de la indemnización moratoria, pues el precedente que se trae en el fallo se refiere a un sindicato que contrató los servicios docentes de una persona bajo la figura del contrato de prestación de servicios; aclarándose en dicha oportunidad que como la función del sindicato no es la educación, ello permitía inferir que no hubo mala fe cuando contrató al docente. Este caso es diferente porque precisamente el objetivo de Comfamiliar es capacitar en diferentes áreas, es decir, educar, y por tanto no es de recibo que siendo su objetivo la enseñanza, ahora se diga que no aparecía claro para esa entidad que sus docentes son verdaderos trabajadores, porque como se dijo hasta la saciedad en los precedentes citados en la sentencia, la relación de los docentes lleva implícita la subordinación.

En estos breves términos sustentado mi salvamento parcial de voto.

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Magistrada
Providencia:

Sentencia del 13-05-2019 

Radicación No.:

66001-31-05-001-2017-00033-01

Proceso:

Ordinario laboral 

Demandante:

María Aida Villada Rubio

Demandado:

Caja de Compensación Familiar de Risaralda - Comfamiliar 

Magistrado ponente: 
Dr. Francisco Javier Tamayo Tabares
SALVAMENTO DE VOTO

Con todo respeto me aparto de la decisión adoptada por la Sala Mayoritaria, en tanto considero que en nuestro sistema legal para que judicialmente se declare la existencia de un contrato de trabajo, resulta imprescindible la acreditación de los elementos estructurales de este, de manera tal que ninguna regla ínsita o per se existe, entre otros, en los pactos acaecidos entre profesores o instructores y establecimientos de enseñanza no formal, pues en estas relaciones también resulta indispensable acreditar los elementos configurativos de un contrato de trabajo para que la judicatura así lo declare, a pesar de que el contrato de trabajo sea el vínculo que usual y generalmente se utilice para la ejecución de este tipo de actividades
.

En este sentido, realizar evaluaciones, asistir a reuniones, dictar las clases en los horarios pactados, por sí solos no son suficientes para estructurar una relación laboral regida por un contrato de trabajo, pues estas mismas actividades pueden aparecer en el marco de relaciones autónomas e independientes “por lo que no puede predicarse de manera genérica y contundente que las funciones en mención lleven inmersas en sí mismas la subordinación jurídica, sino que son las circunstancias fácticas de cada caso particular las que determinarán la configuración o no de la dependencia laboral”
. 

Así, para el caso de ahora la demandante fue contratada como instructora de confección de pijamas y ropa interior en el área de capacitación de la caja de compensación, y por ello, se encontraba acreditada la prestación personal del servicio, correspondiendo a la demandada desvirtuar la presunción de existencia de contrato de trabajo, que se derivaba de tal prestación; carga que a mi juicio sí cumplió pues las labores como instructora fueron realizadas de manera independiente y autónomas, en tanto María Aida Villada Rubio presentaba las ofertas para los cursos de capacitación en los horarios en los que ella tenía disponibilidad, máxime que contaba con la libertad para reprogramar dichas clases, sin que el empleador tuviera injerencia alguna, aspectos que implicaban la confirmación de la sentencia de primera instancia que denegaba las pretensiones.

En conclusión, resulta imprescindible la acreditación de los elementos estructurales del contrato de trabajo, de manera tal que, mal podría la jurisdicción conceder prerrogativas laborales a partir de reglas implícitas inexistentes, y con ello relevar a las partes en contienda de las cargas probatorias que les incumbían. 

En estos términos salvo mi voto.

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Magistrada
� Sent. Cas. Lab. de 08/02/2006, rad. 26670.


� Sent. Cas. Lab. de 22/10/2014, rad. 40604, SL14481-2014.
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